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Capítulo I 

ANTECEDENTES IDSTORICOS ·. 

''No está el poderlo y la felicidad 
de las naciones enla extraordinaria 
fortuna de algurios, sino en la pe­
quefl.a riqueza de todos". 

Ad Ferguson; 

Es probable que la justicia se halla administrado de manera. gra-· 
tuita entre los hebreos y griegos. La Justicia gratuita tiene antece­
dentes que nos remiten hasta el perecho Romano, durante toda la 
época de la República y Principios del Imperio . 

. "Por un rescripto de los Emperadores, Graciano, Valentiniano y 
Teodosio, se limitó a quince aureos. lo que podían recibir los magis­
trados, así civiles como militares, por razón de costas de los. juicios, 
obligándoseles a devolver el cuádruplo cuando recibieran más, sin que 
les valiera decir que las partes voluntariamente se los habían 
dado". (1) 
.. Sin embargo, la desigualdad económica, facilitó, lo mismo que 
boy día, en los tiempos más remotos, la acción judicial a los ricos. 
Así, en las primeras épocas del procedimiento Romano, se ejerció la 
"actio sacramenti", llamada asi porque los litigantes ·debían de em­
pezar por depositar en poder de los Pontífices, Ja cantidad de cin­
éuenta, ases, cuando el litigio no llegaba a mil, y quinientos si llegaba 
ó pasaba de esa suma. Esta cantidad la perdía quien era vencido, 
destin.ándo~e dicha suma, denominada Sacramentum, a las necesida­
des del culto (ad sacra), si bien después se asignó al Tesoro del Es-

(1).--'Santiago López Moreno. "Principios Fundamentales del Procedi· 
:miento CiVil y Criminal" .. Pág. 316 .. 
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fado. Schot (2) nos dice que es curioso que no se levantara ningún 
lamento en contra de esta dureza del procedimiento. 

Chiovenda señala que durante el Imperio eran abundantes en 
Roma los almacenes de papiro, el cual servía para la redacción de 
las actas y las sentencias; Chiovenda, nos sigue diciendo, que el pre­
cio del papiro debió de ser muy costoso; alcanzando en las provincias 
un precio aún mayor. El litigante debía de hacer un depósito de pa­
piro, según fuera el acto para el que era destinado. Todos estos gas­
tos pesaban más sobre los pobres que sobre los ricos. (3) 

Buonamici ( 4) dice, que en cuanto a los que no podían so­
portar ningún gasto, ni proveerse de un defensor, por razón de des­
gracia de fortuna, nada claro se encuentra en el antiguo derecho, 
pero que de los datos e indicios que se pueden apreciar, se despren­
de, que el abogado de los pobres, y la defensa y protección gra­
tuitas, son instituciones posteriores a los Romanos; en un principio 
cualquiera podía comparecer y defenderse por si mismo, no habien­
do dificultad en cuanto a los gastos ni en cuanto a la cuestión de 
una privilegiada defensa gratuita, pero que, pronto la necesidad del 
jtll.ista y el orador ante el foro se hizo sentir de diverso modo y 
cada vez inás intensamente. 
· En t~empo de la República Romana, la justicia gratuita se ad­
ministró para· todos, limitándose el litigante tememario a pagar los 
gastos ocasionados, por los viajes de los testigos, por la inspección 
de lugares y otros medios de instrucción, no habiéndose establecí':' 
do el pago de las costas del procedimiento hasta el tiempo de los Em­
peradores. El Imperio pasaba por una época de penuria absoluta, 
resultando con ello, demasiado gravoso sostener aquel número con-· 
siderable de tribunales y fincionarios, teniéndose que introducir el· 
pago por Jos litigantes de los derechos procesales. (5) El Emperador 
Constantino, inspirándose en principios de caridad cristiana, tomó 
bajo su. protección a la clase proletaria, (se anuló con ésto, el dere­
cho de patronato existente en tiempo de la República, en virtud del 
cual los pobres eran auxiliados y protegidos por los patronos en los 
asuntos contenciosos) dictando una constitución única del título 
"Quando imperator inter pupilos", otorgando con ella la defensa gra­
tuita a los pobres, viéndose sus pleitos en primera instancia y ante 
el mismo Emperador. (6) · 

La Iglesia, aspiro a que en sus tribunales la justicia se adrninis-. 
trara gratuitamente, no permitiendo que los jueces aceptasen remu-

h' (2).-Citado por Franceschini. ErBeneficio de Pobreza. Pág. 18·24. · 
1 

(3).-"La Condena en Costas". Pág. 49. 
(4).-Citado por Franceschini. Obra citada. Pág. 12. 
(5).-Caravantes. Procedimientos Judiciales. Tomo l. Pág. 393. . 
(6).-Dr. Magin Fábrega y Cortés. Procedimientos Judiciales. Pág. 43S: 
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neradón·· "é!Iglma'·llé las partes;· concediéndoiés '.'JiáaS: i:rilis 'el· derechÓ' 
de exigir compensación de ·los dispendios que eventualmente hubie-:. 
ren realizado; eximiendo de ellos a los pobres, que gozaban de franJ 
quicia absoluta. Schot (7) señala; que el mérito del ·Derecho Can~ 
nico no· está en haber asegurado, por vez primera, la gratuidad de 
la justicia a los pobres; observando que sus disposiciones son las mi$­
mas del derecho Romano. Pero la Iglesia fundaba la defensa de los 
pobres, no tanto en el derecho romano, sino en el derecho divinó. 

El Fuero Juzgo, en España en el siglo séptimo, dictó dispo­
siciones en favor de los pobres, poniendo esas· disposiciones bajo la 
protección especial de los Obispos, quienes tenían entonces, no sólo 
grandísima importancia social, sino también elevadísimas atribucio.-· 
nes de Tribunales Superiores. Deeía el Fúero Juzgo que el rey y los 
Obispos solo podían comparecer en juicio por medio de Procurador, 
y daba por razón "porque no desfallezca la verdad por miedo al po­
derío". (8) Así también, nos dice el Fuero Juzgo, en la Ley IX, tí­
tulo IV, del libro II, al hablar de "Quales personeros deven aver los. 
omnes que son poderosos, e los que son pobres" que "Nengún .omne 
non deve meter por personero de su pleyto omne mas poderoso de 
sí por querer apremiar a su adversario por poder daquel. E si algún 
omne poderoso a pleyto con algún omne pobre, é non quiere traer 
el pleyto por sí mismo, non puede meter por personero si non omne 
oue sea egua! del oobre, ó que sea ménos poderoso del que lo mete. 
E si el pobre quisiere meter personero, puede meter por personero 
tal omne, que sea poderoso tanto cuerno su adversario". (9) 

Respecto a nosotros, encontramos en las Leyes de Indias, reco­
nocida y reglamentada la existencia de esta institución. La Ley XXV, 
título XXIII, libro II, establece: "que los abogados no dilaten los plei­
tos, y procúrenlos abreviar en cuanto fuera posible, especialmente 
los de indios, a los cuales lleven muy moderadas pagas, y les sean 
verdaderamente protectores y defensores de personas y bienes. sin 
perfuicio de lo proveído en cuanto a las protectoras". La Ley XXVI 
establece: "Que los abogados de los pobres estén presentes los sába­
dos a la visita de los presos, y tengan bien visto los procesos, pena 
de dos pesos para los estrados de la audiencia, y que los procurado­
res se los lleven después de conclusos para que los puedan ver dos o 
tres días antes, pena de un peso para los pobres de la cárcel". 

Manuel de la Peña y Peña nos dice que sobre el punto, de ayudar 
por pobre a los llamados pobres de solemnidad debía tenerse en con-: 
sideración lo siguiente: "que se juzguen por pobres aquellos que vi­
ven de su trabajo cotidiano y otras personas, cuya graduación pende 

(7} .-Citado por Franceschlni. Obra Citada. 
(8).-Magin y Fábrega y Cortés .. Obra citada. Pág. 438-439. 
(9).-Los.·Códigos Espafioles. Tomo Primero. Pág. 119. 
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del arbitrio judicial, atendidas sus cualidades; emp1E!os1 edades y cons.: 
ti~uciqn, porque sucede que uno es pobre con lo que otro pudiera 
r~putarse como rico, en razón de necesitar muchas veces para man­
tener el esplendor de los empleos o clase, lo que sin estos dispendios 
sería suficiente graduarlos de ·acomodados". El ligitante debía pro­
bar su calidad de pobre, por el dicho de tres testigos ante el juez y 
escribano del negocio; y si resultaba verdaderamente pobre se le man­
daba a ayudar como tal. Ni el juez ni el escribano podían cobrar de~ 
rechos algunos por esta información; y si lo hacían, se le imponía 
al contraventor una multa, consistente en pagar el valor de los sellos 
con el duplo, bastando para esta multa la deposición de un testigo 
y la de la parte. Los que se presentaban en los tribunales ofrecien­
do la información de pobreza, se les admitía la instancia en papel 
sellado de pobres, y se les recibía la información de pobreza sin exi­
girles derechos; pero cuando no resultaba justificada la pobreza, se 
lés obligaba al pago de costas y a indemnizar a la hacienda pública 
del papel sellado correspondiente. (Real Orden del · 16 de Mayo de 
1818 publicada en México a 24 de Noviembre del mismo año). (10)· 

.! .. 

: j 

. '[' 
, 

. (10).-"Prác~ica :Forense Mexicana'' 1835. Págs. 158 y 159. 
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Capítulo D. 

CONCEPTO 

Nuestra población en su mayor parte es pobre, y por consi­
guiente una institución de defensa gratuita tendrá gran alcance; lo­
grando con ésto, que las personas faltas de recursos puedan atacar: 
y defenderse en juicio, por que el dejar sin amparo a éstas gentes 
sería incrementar la más palpable injusticia. · 

El pobre, precisamente por su condición de inferioridad de las 
demás, clases, por sus condiciones de vida, es completamente escéptico 
por lo que respecta a la justicia. El pobre no ve más que el poderío 
del rico, del poderoso, pensando que nadie lo toma en cuenta ni se 
preocupa de él, y quizá cuando pase frente a juzgados y tribunales, 
piense en que a ellos solo tienen cabida los ricos. Debemos pugnar 
por una buena legislación, que esté depositada en manos de hombres 
honestos, y procurando que la justicia sea expedita y rápida. 

La institución del beneficio de pobreza, como ya hemos visto;· 
tiene antecedentes que nos remiten hasta el Derecho Romano; y esta: 
institución ha merecido la acogida en la mayor parte de los países. 
· El Beneficio de Pobreza es una institución de Derecho Proc~sal 

Civil, con la finalidad de establecer igualdad entre los contendientes· 
de un proceso, por lo cual su reglamentación debe estar en el Código 
de esta materia. El estado de pobreza es una situación a la cual bien 
pudo haberse llegado por culpa o por desgracia, pero esto no es lo 
que nos interesa precisamente, sino restablecer la igualdad de las par .. 
tes en litigio. . .. 

La defensa gratuita, no la consideraremos. ni como una ayuda, 
ni como un socorro, sino como un deber inminente del Estado. Quizá 
la caridad coopere en algo; pero por si sola será impotente para sa­
tisfacer una necesidad que excede de su ámbito,· y un derecho. no es 
una limosna. La persona al acudir a solicitar ante los .tribunales que 
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se le sea reconocido· su estado de insuficiencia económica, no deberá 
ver mermada su dignidad, sino deberá tener la certeza de que lo 1 

que pide es estrictamente lo justo. Así, no deberá ejercerce la bene­
ficiencia, ni la caridad, porque tal cosa por muy noble que sea no 1 

encaja en esta ocasión. Cuando se atiende a un enfermo, o a un huér­
fano o a un necesitado, se cumple entonces con un deber moral y 1 

humanitario; pero cuando se trata de que los pobres hagan valer sus 
1 

derechos ante los mismos tribunales, y en las mismas condiciones que 
los ricos, se cumple con un requisito de técnica jurídica. 

Los gastos que origina un pleito, podrán unos soportarlos sin 
sentir quebranto alguno en su patrimonio, pero otros, en cambio, ne- 1 

cesitarán privarse aún de lo más indispensable. La desigualdad de 
fortuna, coloca a unos con respecto a otros en una situación de in­
ferioridad; y esta inferioridad, es casi siempre característica, en los 
juicios civile~, de la parte pobre a quien debe procurársele protección, 
administrándole de balde la justicia. · 

'~El Estado no puede negar 1a justicia a los que carecen de bienes 
de fortuna sufiCientes para costearla, como no niega la asistencia mé­
dica, ni . la instrucción a los menesterosos. Por eso, la institución del 
beneficio de pobreza para pleitear· que se ·concede a los que no se 
hallen· en condiciones económiCas ·de sufragar los . gastos de litigio. o 
<,le .una act~ación judicial, sin desatender a las necesidades ordinarias 
Q.el propio s11stento y del de su familia, se encuentra reconocida, en 
todas las legislaciopes, aunque su regulación cambie". (11). 

A este respecto, Manuel de la Plaza, nos dice que, todas las le­
gislaciones positivas ·han procurado regular la asistencia gratuita, pero, 
por desgracia,' se han recogido también ·experiencias a veces doloro­
sas, cuando un beneficio inspirado en móviles tan generosos, se ha 
trocado en una verdadera Patente de Corso. colocando a los no fa­
vorecidos en· un pie de desigualdad, · conduciendo al desprestigio de 
la justicia. (12) · 
. La defensa gratúita que en nombre ce !ajusticia se otorga, pue· 
de. llegarse a convei·tir en alevosa y tmicionera arma contra la misma 
justicia. Dos son los principales escollos: lo.-En el caso de otorgar~ 
se a· quienes· rio son verdaderamente pobres, perjudicando con ello no­
toriamente a' quienes disponiendo acaso 'de menos recursos para la 
vida, no aparecen. sin embargo, como tales pobres y tienen que de.:. 
fenderse contra ellos, y 2o.-Cuando los verdaderamente pobres, abu~ 
san del beneficio concedido, promoviendo reclam.acidnes y demandas 
rrialiciósas, .sin fundamento alguno, ocasionando con ellas graves per~ 
juicios a los ricos y arrruinando completamente a los que, sin serlo 

· (11).-Rafael de PlnlÍ. Princ. de Derecho Proc. Civil. Pág. 147. 
(12}.-Derecho Procesal Civil Español. Tomo I. Pág. 631. 
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en' reálidad, tampoco pueden disfrutar del beneficio. que a los pobres 
la ley concede. (13) 
' . "El pobre que, amparado con una habilidad para litigar, per­
sigue en juicio imaginarios derechos, buscando el precio del desisti­
miento 'de la injusta demanda, ¿no merece el nombre de estafador, 
como todos los que emplean cualquiera suerte de engaños para apo­
derarse de lo ajeno?". (14) 

Se considerará que. la parte es pobre, en sentido procesal, cuan­
do no esté en poder de sufragar las costas del proceso sin perjuicio 
de su sustento y el de su familia. (15) 

El concepto de pobre es puramente legal, no necesitando coin­
cidir con la realidad. No es preciso la carencia absoluta de medios~ 
sino la insuficiencia de los mismos, tratándose de personas físicas o 
de entidades sociales; por esto se habla de pobreza o de pobre en 
sentido legal .. Para las personas jurídicas de derecho o interés . público, 
la conceptuación de pobre resulta de que la ley o el Gobierno les con­
ceda ese derecho. Resultando que el beneficio de la defensa gratuita 
puede basarse en una disposición legal o en una concesión de los 
Tribunales. (16) 

En el terreno doctrinal, está completamente fuera de duda la 
profunda justicia, de procurar al litigante pobre, al que carece de 
medios para sostener un pleito, los que le sean necesarios para con­
tender con el que disponga de ellos; y así, el Estado al proveer a esa 
necesidad, cumple ante todo, con un deber socbl, satisfaciendo un 
derecho del pobre y manteniendo la igualdad de los intervinientes en 
el proceso, restableciendo con un acto de poder, esa desigualdad que 
se produce cuando tiene que litigar el que carece de medios o · no 
puede distraer los pocos que para sus necesidades dispone con el que, 
por tenerlos demasiado sobrados, no sufre en un pleito sino el que­
branto moral que toda contienda de esa índole lleva consigo. (17) , . 

El caso en que el litigante carece de medios · para gestionar· el 
proceso, es frecuente. Es entonces cuando su derecho no debe su­
cumbir ante la pobreza, concediéndole el beneficio de justicia gra­
tuita. (18) 

El Código de Derecho Canónico (19), nos dice, que tienen de­
recho al beneficio de pobreza, los pobres que carezcan en absoluto de 
medios para soportar las costas judiciales; pero si solo carecieran en 

(13).-Santiago López Moreno. "Procedimiento Civil y Criminal". Tomo 
I. Pág. 314. . . 

· (14).-Santiago López Moreno. Ob. Cit. Pág. 314. 
(15).-James Goldschmidt. Derecho Procesal Civil. Pág. 219. 
(16).-Prieto Castro. Derecho Procesal Civil. Tomo· II. Pág: 555. · · 
(17).-Manuel de la Plaza, Ob. Cit. Tomo I. Pág. 631. 

· (18).-W. Kisch. Elementos ·de Derecho Procesal Civil. Pág. 426. 
(19).-Miguélez, Alonso y Cabreros. Articulo 1914. Pág. 631. 
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parte,· tend~n derecho ·a la disminución de costas. La excención, to .. 
tal de las costas judiciales se denomina defensa o patrocinio gratuito,. 1 

y a· la exención parcial, disminución de costas judiciales. El Código 
mencionado, . no determina el grado de pobreza necesario para lo-

1 

grar total o . parcialmente el. beneficio de pobreza, dejando su apre. 
ciación al criterio del juez; tomando en cuenta que no es necesario 

1 que falten los medios de sustentación o que la pobreza sea absolutay 
sino que bastará, la pobreza relativa atendidas las m:~cesidades fa· 
miliares y las expensas probables del pleito. 

"El beneficio de pobreza, si bien es cierto que en teoría es ad· 
mirable, puesto que con él se pretende colocar en igualdad de posición 
y. situación a ligitantes de diferente condición económica, en la prác­
tica resulta, en numerosas ocasiones, un escollo insalvable para la bue­
na y rápida marcha del procedimiento judicial, cuando aquel benefi­
cio es utilizado por litigantes temerarios y de mala fe, que, amparados· 
en él, promueven incidentes y agotan recursos, alargando extraordina-. 
riamente la solución de cuestiones litigosas claras, cuando no, y esto 
es.aún de más graves consecuencias, promueven pleitos a todas luces 
improcedentes con la sola finalidad de vengar agravios personales, 
procurando llevar a los contrarios a base de litigios inacabables e in-. 
justos a una situación de ruina y miseria, amparándose torticeramen-. 
te, en preceptos que fueron dictados con una finalidad bien distinta 
por cierto". (20) 

"El concepto de Pobre, es un concepto relativo, puesto que en 
muchos casos, no se trata de inquirir si un litigante es pobre o no, 
con arreglo al sentido vulgar de la expresión sino si puede o no sub­
venir a los dispendios que el litigio ocasione. Los factores como el 
jornal, el sueldo y la gratificación, son de naturaleza tan contingente 
y mdvediza, que frecuentemente originan dudas". (21) 

"El beneficio de Pobreza, aún obtenido con razón, estará propen­
so al abuso. Se ha tratado de remediar esto, convirtiendo en prisión el 
pago de costas de la pobreza temeraria, el cambio no pudo justificar· 
se sin ver en aquella una sanción penal de conducta. Claro está, que 
poco después, con igual responsabilidad y distinto criterio, se le decla­
raba en el código Penal resarcimiento, pero tamaña inconsecuencia 
es liviana junto a otros errores. Por responder a orientaciones bien 
distintas, reproducimos estas dos soluciones, que pretenden poner coto -
a los abusos a que se presta la institución, la Del Derecho Alemán 
es tenuemente preventiva, concediendo la defensa gratuita solo para. 
una instancia, habiendo necesidad de renovar el beneficio en la si-

{20L-Marlano Magide de Prado. Revista General de Legislación y Ju· 
rlsprudencia. Abril de 1949. Pág. 448. 

{21>.-Manuel de la Plaza. "Derecho Procesal Civil Espafiol". Vol. T. 
Pág. 632. 
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guiente. Por el contrario, es francamente represiva·'.1a· Ley.Belga de 
29 de junio de 1929, sobre asistencia judicial y procedimiento gratui· 
to, en su artículo 49 que juntamente con el primer párrafo del 48, ex· · 
plicación y complemento de aquel transcribimos a continuación "Tí· 
tulo VII de la revocación de la asistencia, art. 48. La asistencia po­
drá ser revocada, mientras no esté terminado el asunto, si sólo fue 
conseguida merced a declaraciones inexactas, o si los fines de la de-­
manda principal fuesen distintos o más amplios que los de la peti· 
ción con que se obtuvo el beneficio de pobreza. Título VIII, Disposi­
ción Penal Art. 49. Quién obtuviere o intentare obtener el beneficio 
de asistencia, sin tener derecho a él, utilizando declaraciones falsas a 
sabiendas, u otros medios fraudulentos, será castigado con prisión de 
ocho días a un año y con multa de 100 a 5,000 francos, o con una de 
estas penas solamente. Serán de perfecta aplicación a estas infrac­
ciones los preceptos del libro I del Código Penal. (22) 

La protección jurídica del pobre ha recibido diferentes denomina­
ciones: Patrocinio Gratuito, Declaratoria de Pobreza. Beneficio de Po­
breza, Amparo de Pobreza, Auxiliatoria de Pobreza y Habilitación para 
litigar por causa de pobreza. 

(22).-Niceto Alcalá-Zamora y Torres y Niceto Alclilá·Zamora y Casti· 
llo. "La Condena en Costas". Pág. 105-106. · 
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Capítulo m . .. ·- - ~ ~ 

LEGISLA,CION COMPARADA 

Para obtener la declaratoria de pobreza, el solicitante necesi· 
ta ·llenar ciertos trámites para comprobar su situación invocada, los 
cuales han sido diferentes en las distintas legislaciones. 

ESPA~A 

La Legislación Española, al tratar lo referente al Beneficio de 
Pobreza, lo trata de una manera demasiado estricta, restringiendo las 
facultades del juez; y, siendo los procedimientos en este aspecto tan 
estrictos infundan estos procedimientos más desconfianza que respeto. 
Porque es tan minuciosa la Ley de Enjuiciamiento Civil, al medir 
los actos y las posibles fallas del juzgador, que hace con ello que el 
juzgador se desenvuelva en una forma restringida. 

La misma Ley de Enjuiciamiento Civil, al referirse a los letra­
dos a quienes se encomienda la defensa del pobre, deja asomar la po­
sibilidad de que dichos letrados puedan negarse a cumplir ce~ su en­
cargo. Y más aún, cuando se reiteran los dictámenes de estos letra-· 
dos negando la defensa, se considerará denegado el beneficio; en tal 
caso, si el pobre insiste en promover un pleito, habrá de hacerlo en 
concepto de rico. 

La medida ésta es injusta, considerando que con ésto, se alarga el 
procedimiento y priva al juez en principio, de gran parte de su auto­
ridad, atributo que es esencial en este caso. (23) 

, Habiendo sido suprimidos los "Casos de Corte" por la constitu­
ción de 1812, hoy tenemos el beneficio de pobreza regulado en los ar­
tículos 13 a 50 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, en la de 

(23) .-Magin Fábrega y Cortés. Procedimientos Judiciales". Pág. 438. 
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Enjuiciamiento Criminal de 1882 ·y los Códigos de Procedimientos Ci­
viles y Penal de Protectorado de Marruecos de lo. de junio de 1914. 
El Derecho Social o del Trabajo en España, es muy avanzado, conce­
diendo al obrero sin necesidad de justificación de su pobreza, los ser­
vicios gratuitos de abogado y procurador; no siendo así para el pa­
trono a menos que sea declarado pobre. (art. 451 del Cod. del Tra­
bajo). (24) 

La legislación de Derecho Procesal Civil Española confiere al po­
bre los derechos siguientes: 

lo.-El de usar para su defensa papel de sello de pobres (papel 
de oficio), siendo con ésto, total la exención del impuesto del timbre. 

. 2o._:._El de que se les nombre.Procttrador y Abogado, sin pagar 
honorarios ni derechos, defensa y representación gratuitas. 

3o.-Derecho a .estar exentos de pago alguno, a los auxiliares y 
subalternos de los Tribunales y Juzgados . 

. 4o.-El Derecho de.substituir los depósitos necesarios-que se·tén­
gan que hacer para la interposición de cualesquiera recursos, por cau..:­
cióh juratoria ~e pagar en el caso de. venir a mejor fortuna. . 

5o.-Gratuidad de todos los exhortos y despachos que se expidan 
a su instancia. (25) 

La solicitud del beneficio de pobreza, se formulará como una de­
manda, y en ella se expresará el lugar de nacimiento del solicitante,. 
el del domicilio actual y el que haya tenido en los últimos cinco años, 
el saber el domicilio que haya tenido el solicitante en los últimos cinco 
años, tiene como fin servir de base a ulteriores investigaciones en el 
período probatorio; su estado, edad, profesión u oficio y medios de 
subsistencia. En el caso de ser casado o viudo, se hará saber el nombre 
y lugar de nacimiento del consorte y los hijos que tenga. Además se 
hará constar en la solicitud, la casa o cuarto en que viva, indicando la 
<.'alle y número y el alquiler que paga y los bienes de su consorte y de 
los hijos, cuyo usufructo le corresponda, y la renta que produzcan. La 
j_urisprudencia exige, que se señalen las casas en que haya habitado el 
recm:rente y si ha habitado en ciudad populosa. Se acompañará a la 
soliéitud un certificado, expedido por la autoridad o funcionario com­
petente en donde se exprese que no paga contribución de ninguna cla­
se en el año corriente y en el anterior, o si pagare contribución alguna, 
adjuntar les recibos del último trimestre satisfecho. La solicitud de 
pobreza da origen a un incidente, el cual se substancia con audiencia 
del representante del Fisco (Abogado del Estado), y litigantes contra-

(24).-Juan A. Zulueta. "Revista de Derecho Procesal". Oct. Nov. Dic. 
de 1952. Pág. 539·540. 

-(25) .-Ley de Enjuiciamiento Civil. Sección Segunda. Pág. 8. 
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ríos~ a quienes se ·conceden nueve días para"contestar, y si no compa­
rece el litigante contrario, no siendo necesaria la dualidad de partes, 
se sigue el procedimiento únicamente con el representante del Fisco; 
Cuando dspués de iniciado el negocio principal por el demandante, o 
por el demandado, se solicitase el beneficio, existirá competencia por 
conexión a favor del Juez o Tribunal que estuviere conociendo de 
aquel. En dicho caso, será un incidente lateral, no previo, que se 
substanciará en pieza separada, siguiendo su curso el asunto principal, 
el que solo podrá suspenderse a petición de ambas partes. (26) 

El beneficio de pobreza concedido, es esencialmente condicional. 
El beneficio subsistirá siempre y cuando no varíe la posición econó­
mica al beneficiado. Esta posición podrá alterarse por ganar algo en 
el pleito o por venir a mejor fortuna. Cuando el beneficiado vence en 
el juicio, está obligado a pagar las costas que se causaron en su de­
fensa, siempre que no excedan de la tercera parte de lo que en él haya 
obtenida en virtud de la demanda o reconvención, y en caso de que 
excedieran, se reducirán a esa tercera parte. El crédito contra el be­
neficiado, subsistirá durante tres años a contar desde la terminación 
del juicio, previendo con ésto el caso en que viniera a mejor fortuna: 
Se considera que ha venido a mejor fortuna cuando consigue salario 
permanente, sueldo, rentas o bienes, o pasa a dedicarse al cultivo de 
tierras o cría de ganados. La declaración hecha en favor del benefi~ 
ciado, no le libra de pagar las costas en que haya sido condenado, si 
se le encuentran bienes en que hacerlas efectivas; podría también no 
encontrársele bienes conteniendo la sentencia declaración de que ha 
procedido con manifiesta mala fe, se le hará sufrir entonces arresto 
personal a razón de un día por cada 25 pesetas de costas que se hayan 
dejado de satisfacer, hasta un total de 30 días, y seis meses en caso 
de reincidencia. La ley (Arts. 36 y 37 de la L. E. C.), trata con esto,· 
de evitar peticiones de justicia gratuita para negocios indefendi­
bles. (27) 

"En la administración de justicia el abogado en ejercicio es una 
de las piezas fundamentales: La responsabilidad de quienes hemos ele-· 
gido este camino es grande, ya que de nuestro acierto, del interés con 
que estudiemos los asuntos. de la lealtad con que actuemos en el ejer~ 
cicio de nuestra profesión depende en la mayor parte de los casos que· 
el juzgador resuelva en justicia, y que la justicia resplandezca y con­
serve el debido rango; pero acaso uno de los puntos en que nuestra· 
actuación es decisiva, es este del seguimiento de procedimientos al am­
paro del beneficio de pobreza". (28) 

(26).-Prieto Castro. "Derecho Procesal Civil". Tomo II. Pág. 560·561.~· 
(27) .-Ob. Cit. Prieto Castro. ''Derecho Procesal Civil". Tomo II. ·Pág. 

562·563. 
(28) .-Mariano Magile de Prado. Revista Gral. de Legislación y .Jµris· 

prudencia. N• 4 abril de 1949. Pág. 453. 
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· ··Respecto a:Ja semipobreza o disminución parcial· de costas judi­
ciales, Niceto Alcalá Zamora y Castillo, nos dice que: "Para obtener 
la defensa por pobre es preciso que el peticionario se halle en las con­
diciones señaladas por los artículos 15 a 18 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil, cuya rigidez excesiva (para el legislador de 1881, po­
breza y riqueza eran términos sin situaciones intermedias) fue un 
tanto amortiguada por el Real Decreto de marzo de 1925 al incorporar 
a su texto la llamada semi-pobreza, con derecho a una bonificación 
del 50 por ciento en los conceptos señalados en el artículo 14. (29) 

El Código de Derecho Canónico, en su canon 1914, hace referen­
cia a una concesión parcial al decir que, para obtener el beneficio de 
pobreza total o parcialmente, se dejará su apreciación al criterio del 
Juez. 

ALEMANIA 

Se concede en Alemania el beneficio de pobreza a todo aquel 
que no pueda sostener los gastos del proceso sin comprometer los 
medios de·· su propia subsistencia y la de su familia. El sustento 
según algunos, debe ser el común, y otros, que debe ser según la 
condición particular de cada uno. El Código Civil distingue el susten­
to según la condición de cada uno, y el estrictamente necesario; la 
ley menciona el necesario sustento, que es un grado intermedio entre 
esos dos. Se comprende como sustento todo aquello que sea nece­
sario para la vida, gastos de educación y de preparación para una 
profesión, no considerándose como sustento los gastos procesales y 
judiciales que no son precisamente una necesidad de la vida. Para 
que ·el beneficio sea concedido no se tendrá en cuenta una cómoda 
manera· de. vivir, sino la necesaria, pudiendo el Juez determinar una 
pretensión justa. (30) 

Los efectos de la concesión del beneficio gratuito son los si­
guientes: A) Exención provisional del pago de costas judiciales (esta 
exención alcanzará al· adversario hasta la terminación del litigio, 
cuando el beneficio se haya concedido al demandante, si ambas partes 
tuvieren el concepto de actores, por ejemplo: en demanda y recon­
vención, y en los recursos interpuestos con reciprocidad, solamente 
disfrutará el adversario de la exención cuando no actúe de deman­
dante él mismo: B) Exención de la carga de prestar caución para 
responder de las costas procesales. Podrá concederse parcialmente el 
beneficio en procesos no patrimoniales, y en vez de una exención por 
cuotas se concederá la exención del pago de costas determinadas. 
C) Se nombrará un ejecutor judicial y un abogado de oficio en los 

(29).-Sistema de Derecho Procesal Civil. Carnelutti. Pág. 140. 
(30).-Franceschini. "Il Patrocinio Gratuito". Pág. 113-114. 
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casos en que sea necesaria su iriterveriéión e igualmente en ·los demás, 
si la parte lo solicitara y el Tribunal lo estimase pertinente. En el 
caso de qúe el beneficio sea condedido para una causa de éompeten­
cia de un juzgado de primera instancia y no se le haya nombrado 
abogado a la parte, se le podrá habilitar, a petición suya, un auxiliar 
que atienda gratuitamente a su defensa. El auxiliar podrá ser un 
funcionario judicial o un licenciado. El juez exhortado hará el nom­
bramiento. El Nombramiento comenzará a surtir efectos desde su 
notificación al abogado. El concederse el beneficio no influye en la 
obligación de restituir las costas a la parte contraria, porque si las 
circunstancias económicas del beneficiado mejoran, queda obligado a 
abonar las costas que adeude. Podrá también admitirse que el pago 
se realice a plazos. (31) 

Adolfo Schonke nos dice que, cuando una parte carezca de me­
dios y no pueda acudir a los Organismos Judiciales del Estado, tendrá 
derecho al beneficio de Justicia gratuita. Por lo que, cualquiera per­
sona a quien sea posible y exigible obligar a que cargue con los gastos 
del proceso, no se le concederá dicho beneficio; el carácter de éste, 
es subsidiario. El beneficio ha de denegarse cuando el interesado se 
procure una situación de pobreza artificial, con artificio inmoral. La 
demanda o defensa que se intente, además de que no serán temera­
rias, deberán ofrecer perspectivas bastante de éxito, cuando. el Tri­
bunal sea del mismo parecer que el solicitante y a la vista de los 
hechos estime que es posible aportar pruebas de los mismos. No ·se 
otorga ningún recurso contra el auto que concede el beneficio, con­
cediéndose el recurso de queja contra el auto que lo deniega, sola­
mente cuando el Tribunal estime que concurren los requisitos nece­
sarios para que sea admisible un recurso contra la sentencia de fondo. 
La carencia de medios para pagar las costas, han de ser justificadas 
por Ce~'tificación de la autoridad local del domicilio o de la residencia. 
Dicho certificado no obliga al Tribunal. pero hará falta que se den 
circunstancias especiales para que aquél considere como no probada 
la pobreza en contra de lo certificado. En el caso de que la demanda 
sea hecha por un hijo extramatrimonial, en contra del padre, para 
pedirle alimentos, no se requerirá la aportación del certificado. (32) 

Es de advertirse la forma en que se resuelve el problema, respec­
to a la necesidad de juzgar en el caso de que la pretensión de quien 
solicite el beneficio, ofrezca perspectivas bastantes de éxito. Particu­
laridad interesante es también lo que se refiere al caso del hijo no 
legítimo que ejercita la acción de alimentos en contra de su padre·; 
porque como ya vimos, en este caso, no se exige el certificado de 
autoridad competente. 

(31).-Goldschmidt. "Derecho Procesal Civil". Pág. 220-221. 
(32).-Derecho Procesal Civil. Pág. 406-407. 
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:··· ·ITALIA' 

· La ley italiana establece, que para que el beneficio de pobreza 1 

~ea admitido, es. necesario el estado de pobreza. No se entenderá como 
1 

indigencia, sino como un estado· de imposibilidad del demandante para 
sufragar· los gastos del litigio. Indelli dice que, inspirándose en el de~ 1 

recho canónico, debía distinguirse al pobre del mendigo; en otro tiem· 
po, se. consideraba pobre, a aquel a quien faltaba lo necesario; hoy 1 

esto. no es así; el conceptó de pobre ha sido ampliado respecto a la 1 

riqueza moderna; de manera que hoy no se es pobre en un sentido 
absoluto, con el que se entra en la gran familia del pauperismo, sino 1 

que,:se es pobre en sentido relativo; todo aquel a quien falta lo que 
constituye el conjunto de satisfacciones, de necesidades del mundo 
moderno. La ley, al decir que el pobre no es indigente, presenta una 
definición de doble faz; habrá quien, poseyendo, podrá ser tenida­
por tal, por que hay muchos que no tienen nada y viven desahoga­
damente su actividad personal, su trabajo, su industria son tales, que 
su subsistencia es completamente satisfecha, y esto es más que un 
capital y una propiedad. Matrirolo advierte, que no hay que entender 
l)a:jo el nombre de pobreza, la pobreza absoluta, la indigencia; sino 
un estado de pobreza relativa que imposibilite sufragar los gastos del 
litigio, y se ha resuelto, que la aceptación de una herencia no hace 
desaparecer el estado de pobreza, no importando necesariamente en 
los herederos un goce de bienes suficientes para excluir del benefi­
cio de la defensa. Deberá otorgársele el beneficio al que siendo pobre 
y teniendo probabilidad del buen éxito de la causa, tenga un derecho 
que hacer valer, en el cual tengan el mismo interés otras personas, 
capaces de sufragar los gastos judiciales · pero que no pueden ser 
obligadas a intervenir o. mantenerse en el· juicio que el demandante 
del beneficio de pobreza quiere promover, o en el cual intenta defen­
derse. (33) 

A simple vista parece ser, que dada la pobreza no hace falta 
más, para que la exoneración sea concedida, pero observando más 
detenidamente, es necesario tener cuidado· con las consecuencias de la 
exoneración, dos son los casos: o el pobre vence, o sucumbe; en el 
caso del primer supuesto, es justo que la otra parte no se le reem· 
bolsen sus anticipaciones, y además, a ella le toca reembolsar al Es~ 
tado; pero en el segundo supuesto, en la mayoría de los casos ni el 
Estado ni la parte vencedora obtendrán reembolso alguno, perpetrán­
dose· con ello una injusticia. El problema, se debate entre dos solu~ 

ciones, cada una con inconvenientes; o bien el pobre queda exonerado 
de la anticipación, corriéndose el riesgo de hacer, cuando sucumba, 
recaer las costas sobre el Estado y sobre la parte contraria que tenía 

, ' . . ' . 

(33).-Franceschiúí. Ob. Cit. Pág. 113·117. 



la razón; o no se le exonera, y se corre el riesgo de ·dejar el ·litigio 
sin composición. Para solucionar esto, se impone una solución inter­
media, la de no conceder siempre la exoneración, ni siempre negarla, 
subordinando la concesión a una segunda condición además de la 
pobreza. Tal condición se refiere al fundamento de la pretensión o 
de la resistencia a la.misma. Pero tampoco .con ésto se.superan todas 
las dificultades, porque si para conceder la exoneración fuere nece­
sario establecer quién tiene la razón y quién no, no se sabría sino 
hasta el final del proceso si habría o no ~e ser concedida. Por todo 
ello, se requiere, como condición para la concesión del beneficio de 
la exoneración, probabilidades de éxito favorable en el pleito. No 
importa tanto que el litigante pobre tenga razón, sino que hayan cir­
cunstancias que originen la. probabilidad de que el proceso se acabe 
con ventaja para él; ésto significa, para el proceso de conocimiento, 
razones y pruebas, y para el proceso de ejecución, título ejecutivo y 
bienes idóneos para satisfacer su pretención, o bienes razones y prue;.· 
l:)as aptas para apoyar su resistencia. Naturalmente que la probabi­
lidad de buen éxito, cuando ha sido reconocida a favor de una parte, 
queda excluida la probabilidad contraria, porque se comprende que 
no pueda ser admitido el patrocinio gratuito del actor y del deman;.. 
dado en un mismo juicio. Sin embargo no puede excluirse de manera 
absoluta esta posibilidad, puesto que puede producirse en los casos 
en que el juicio se traduiéa en una previsión neutra, es decir, cuando 
no determine probabilidad alguna. Resultando así, que para que la 
exmieración sea concedida necesitase más que la probabilidad de buen 
desenlace, la no probabilidad de mal desenlace. (34) 

El solicitante consigue, con la concesión del Beneficio de Pobre­
za, la exoneración del uso de papel sellado; todos los oficiales y en~ 

cargados del proceso a quienes la ley consienta a percibir directa­
mente de las partes retribución alguna por su actividad, habrán .. de 
prestarla gratuitamente, salvo el derecho de repetición, como sucede 
con los cancilleres, oficiales judiciales. y peritos. También los defen­
sores, salvo el derecho de repetición deberán prestar servicio gratuito; 
esta exoneración es la que da nombre a la ley "El patrocinio gra­
tuito de los pobres, es una función honorífica y· obligatoria para las 
profesiones de abogados y procuradores. El que litiga bajo el . bene­
ficio de pobreza, tiene además, el derecho a obtener sin pago, salvo 
siempre la repetición, otros servicios que le sean necesarios para el 
desenvolvimiento de la acción. por ejemplo: las prestaciones de los 
notarios (para otorgamiento de poder) y de las empresas periodís-· 
ticas (inserción dé .edictos judiciales). Además las costas necesarias 

. (34).-Carnelutti. "Sistema de Derecho Procesal Civil'.', Tomo II. Pág. 
115, il6 y 117. 
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para···er ·.viaje 'y 'estancia de los· oficiales del ·proceso y de los· testigos; 
recaen sobre el Estado. (35) · 

FRANCIA 

. . En Francia, conforme a la ley francesa de 22 de enero de 1851, 
~e concedía la defensa gratuita a lós indigentes, aquellos cuya insu­
~iciencia de. medios los imposibilitaba para ejercitar últimamente a 
los propios derechos. No se trataba de una indigencia absoluta, sino 
de la imposibilidad de hacer valer los propios derechos ante los tri­
bunales, de una indigencia relativa. La palabra indigente tiene un 
sentido etimológico del que no es posible alejarse: falta de recursos 
necesarios .en la vida. Quién pudiera pagar los gastos substrayéndolos 
de sus rentas, sin modificar su género de vida, no era indigente, 
como tampoco lo sería quién extrayéndolos de su capital o contra­
yendo un préstamo, sufriera una molestia momentánea. El beneficio 
debería concederse, solo a las personas que no podían procurarse los 
medios necesarios o que podían procurárselos a cambio de una mo-. 
1estia duradera. Reynard advierte que el beneficio de pobreza solo 
se concede a los indigentes, aquellos que no están gravados con tri-. 
butos y que en razón a su pobreza,. se encuentran en imposibilidad 
completa de ,ejercitar sus derechos en justicia, y tomando en cuenta. 
que estas personas carecen de propiedad, correlativamente carecen 
<;le pleitos; así los gastos de procedimiento seguirán pesando sobre la 
inmensa mayoría de la población mral, la cual en su mayor parte, 
no puede. acudir a los tribunales sin correr el riesgo de perder en un 
día, justamente con los gastos del proceso; el fruto de varios años de 
sudores y privaciones. (36) . 
.. Paul Frotier de la Messeliére en "L'Asistance Judiciare", cali­
fica a la ley del 22 de enero de 1851, como la ley madre de la asis­
tencia judicial moderna; y en esa misma ley fueron propuestos dos 
sistemas· acerca de los requisitos de la insuficiencia de recursos; el 
rígido, con condiciones prefijadas por un texto -Y el más elástico­
que se adoptó~ el cual toma en cuenta que no todos los juicios de­
mandan los mismos gastos, y conforme al cual el "Bureau" de la 
asistencia judicial gratuita, para, acordar ese beneficio, realiza con 
examen y cómparación de los medios pecuniarios de quienes la re­
élaman con .gastos presumibles de litigios". (37) 
: . Según la ley de asistencia social de 10 de julio de 1901, se otorga 

(35).-Carnelutti. "Sistema de Derecho Procesal Civil". Tomo II. Pág. 
118. 

(36) .-Franceschini. Ob. Cit. Pág. 111, 112 y 113. . 
. <37).-José Antonio Torres. "La Ley". Búe'ilos Aires, Argentina, N:oviem· 

bre de 1951. Pág. 2. 
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autorización para litigar con carta de pobreza,· mediante procedimien"" 
to de carácter jurídico-administrativo en el que se prescinde de la 
intervención de la parte contraria al socilitante. (38) 

RUSIA 

En el Código de Procedimiento Civil Ruso se hace referencia a 
la exención de costas judiciales, aunque no hace referencia precisa 
alguna sobre el patrocinio gratuito. 

El articulo 43 del citado código nos dice que el impuesto y las 
costas no se perciben en la tramitación del asunto "de los trabaja­
dores que, conforme a la resolución del Tribunal Popular que examina· 
el asunto, han sido declarados carentes de los medios necesarios para 
el pago del impuesto". Más adelante en el articulo 45 A, párrafo 3o.;· 
considera el caso en que el estado económico y social de las partes 
no sea suficiente para sufragar los gastos de litigio; en tal caso er 
Tribunal considerando esta situación, puede eximirlas total o parcial­
mente de dichas sumas. ·· 

· Puede verse que aunque no es una solución al ·problema del 
beneficio gratuito se trata de dar una protección a las personas ca" 
rentes de recursos económicos. · 

ARGENTINA 

En Buenos Aires, en 1835, la defensa de pobres, estaba a cargo· 
de un funcionario llamado "Defensor General" de menores y pobres· 
y protector de naturales. Así había ·sido dispuesto por decreto de 
Rosas del 29 de diciembre de 1829. Estévez Saguí, en su Tratado 
Elemental de los Procedimientos Civiles en el Foro de Buenos Aires": 
nos dice, que cuando alguno de los que habían de litigar ca., 
recia de recursos para defenderse en juicio, tenía el natural arbitrio" 
de solicitar la declaratoria de pobreza, con lo cual no tenía ya res­
ponsabilidad efectiva al pago de honorarios, derechos, multas, depó­
sitos, etc. Aún cuando alguno tuviera como procurarse, apenas su 
subsistencia, no dejará de ser considerado pobre para este ob~ 
jeto. (39) · · 

Puede decirse que lo establecido por el decreto de 1829, casi no 
ha sufrido cambio en los artículos 593 a 601 del Código Procesal 
Civil (salvo diferencias de detalle). La Cámara de Apelaciones acordó; 
en auto de 10 de mayo de 1952 que: "siendo de la competencia del 
Tribunal hacer las declaratorias de pobreza en los casos particulares 

(38) .-Hugo Alsina. Ob. Cit. Tomo III. Pág. 851. 
(39).-José Antonio Torres. -"Lá Ley". Buenos ·Aires, Argentina. Nov. 

de 1951. Pág. l. 
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que ocl.trren, después de acreditar los solicitantes que no tiene~ me­
dios de subvenir a los gastos indispensables de los pleitos, y teniendo 
en consideración que los militares de línea desde la clase de sargento· 
abajo, por su habitual y necesaria contracción al servicio público 
están imposibilitados de adquirir aquellos medios fuera de este ser­
vicio, en cuya virtud llevan en si mismos la calificación legal de 
pobres,· el tribunal tiene a· bien declararlo así por punto general, 
a fin de que, los tales militares, no necesiten. en los casos de serles 
preciso litigar, solicitar u obtener especial carta de pobreza, no solo 
para poder presentarse y hacer sus gestiones en papel común, sino 
pa:ra ocupar el servicio de los abogados en su defensa, el de los pro­
curadores de número en su representación y el de los escribanos en 
sus actuaciones, sin necesidad de adeudarles honorarios o derechos,' 
por ser de la obligación de unos y de otros ayudarles gratuitamente 
en sus pleitos como está mandado por punto general respecto de 
los pobres de solemnidad. (40) 

Hugo Alsina nos dice, que el aspirante a la declaratoria de po­
breza, deberá presentarse ante el Juez de primera instancia de lo 
civil en turno; ésto solo delimita la competencia funcional. Es nece­
sario hacer una distinción previa, ya sea que se solicite declaración 
de pobreza para iniciar un juicio, o para litigar como actor o de­
mandado en un juicio ya en trámite. En el caso de que se trate obtener 
declaratoria de pobreza para iniciar un juicio, se plantea una cues­
tión que no ha sido uniformemente resuelta, por que si bien es cierto 
que la regla general en las informaciones, la competencia es del juez 
del domicilio del solicitante, la jurisprudencia se pronuncia por la 
competencia del juez del domicilio de la persona contra quién el so­
licitante va a litigar. La solución más aceptable parece ser la que 
atribuye competencia al juez de la demarcación donde va a tramitar 
el juicio para el cual aquella se solicita. Cuando se trata de lograr 
la declaratoria de pobreza para litigar como actor, o demandado en 
un juicio ya iniciado, es competente el juez que entiende ert ese juicio, 
con prescindencia del juez de turno en lo civil, porque en tal caso se 
trata de un incidente del principal, donde pueden mediar elementos 
de prueba o constancias de importancia, que quedarían substraídos a 
su conocimiento si hubiera de ocurrirse ante el juez de turno. Con 
respecto a la competencia por razón de la materia, se establece que 
tratándose de un juicio oue se va a promover. debe entenderse el 
júez en lo civil, aunque la cueRtión corresponda a la competencia 
eomercial, de menor cuantía. Siempre será competene el juez en. 
turno, cualquiera que sea la naturaleza de la acción cuando ésta se 
encuentra ya en trámite. La declaratoria de pobreza, cuando sea 

,. .·· (40).-.Jo~é Antonio Torres. "Ln Ley". Buenos Aires, Argentina. No: 
vlembre de 1951. Pág. 2. 
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dictada en una provincia para hacerla valer en otra, efecto extrate.o 
rritorial, carecerá de todo valor, y muy especialmente cuando las 
disposiciones relativas a la misma en el lugar de su otorgamiento~· 
no exigen iguales requisitos que en el lugar donde se las desee hacer 
efectivas. ( 41) 

Hugo Alsina, continúa diciendo que . para el trámite del juicio, 
ordenará el juez, que la información sea recibida, con citación de 
la contraparte, quien podrá asistir a ella. Por lo tanto, el juez, se-· 
ñalará fecha para· la audiencia, declarando ella los testigos, y man­
dando a citar a la parte contra quién el peticionante desea hacer valer 
la declaración de pobreza. La citación se hará por cédulas, no entre­
gándose copias de la presentación, por no tratarse de la notificación 
de una demanda, siendo suficiente que dicha cédula contenga las in­
dicaciones pertinentes. Cuando todos o alguno de los testigos no acu­
diese a la audiencia señalada, el actor podrá pedir que se les cite 
nuevamente, o también ofrecer otros testigos de reemplazo, y ya 
que en este juicio no existe término de prueba ni se incurre en ne­
gligencia, no se ocasiona perjuicios por la demora a la parte con 
quien se va a litigar. En vista del carácter meramente sumario e in­
formativo del procedimiento, la intervención de la parte contraria es 
bastante limitada. Por consiguiente, no podrá promover cuestión al­
guna ajena a los fines del procedimiento, como por ejemplo; la ale­
gación de falta de relación jurídica con el actor, o cualesquiera cir­
cunstancia que se refiere al fondo mismo de la acción; acción que el 
solicitante de la declaración de pobreza se propone iniciar. ¿Cómo 
deberá entonces intervenir el citado? · Se limitará al control de la 
prueba, procurando demostrar la verdadera situación del actor. Para: 
esto, podrá concurrir a la audiencia personalmente o por apoderado, 
asistido o no de letrado, y ejercerá el derecho de repreguntar a los 
testigos y tacharlos, guardando las formas legales. Respecto a su de­
recho de producir prueba, las opiniones se dividen, pues témese que 
pueda perturbar la marcha normal del procedimiento. Pero, no pue­
de tampoco, ser sometido a una acción meramente pasiva, puesto 
que tiene verdadero interés en su resultado. Por lo cual, puede soli­
citar con la debida diligencia y producir en igual forma, las medidas 
probatorias conducentes para destruir las pretensiones del solicitante, 
contrarestando su prueba sin desnaturalizar el carácter sumario del 
juicio. Las medidas probatorias, consistirán en posiciones al actor, 
siempre que traten sobre los requisitos de la declaración de pobreza; 
y en testigos, en número no menor de tres, para guardar la igual­
dad con el actor una vez producida la información, se trasladará al · 
que la ha solicitado y a la contraparte y vista al fiscal; después de 
esto, el juez pronunciará su auto, el que será apelable en relación 

(41).-0bra Citada Pág. 862, 863, 864 y 865. 
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por··ambas partes. ·El traslado s·erá por seis días improrrogables, ·110:. 
tificándose por nota si se ha hecho saber los días respectivos a las 
partes. El traslado refiérese a todas las• actuaciones producidas y el 
término ·es común, corre para. ambas. partes al mismo tiempo. El 
juez, al dar su resolución deberá examinar si se han llenado todos los 
requisitos legales, desechando las'pruebas de valor insuficiente, como 
los testigos de oídas, o que no han dado razón de sus dichos. Una 
vez consentida la resolución de primera instancia o confirmada por 
la Cámara en su caso, y siendo favorable al solicitante, se le expe­
dirá certificado del auto aprobatorio y demás constancias del expe­
diente que pudiera solicitar, constituyendo ésto la carta de pobreza, 
suficiente para ocurrir ante el juez competente de conocer del asun­
to que desea iniciar el beneficiado. El valor de la carta de pobreza 
es determinado y relativo, así: 10.,---Sólo sirve en el juicio para el 
cual fue concedida· y a la persona que en calidad de contrario in­
tervino en las actuaciones relativas a su concesión; sin embargo es 
posible que el beneficiado se halle en la necesidad de litigar con otra 
persona, es ,posible entonces hacer extensiva la anterior información 
para el nuevo pleito sin necesidad de litigar con otra persona; cuando 
fuere necesario esta información, deberá abrirse a prueba, se es­
cuchará al ·Agente Fiscal, y se dictará la resolución pertinente, pu­
diéndo ser ésta: Concesión de la ampliación de la declaración de 
pobreza, de negación o revocación de la primera declaratoria. Cuando 
haya transcurrido mucho· tiempo desde el otorgamiento de la primera 
carta de pobreza, y se desee litigar con otra persona se solicitará 
una nueva, haciendo la información ante el juzgado en turno. 2o.-No 
se transmitirá, ni se cederá a ter~eros, aunque se cediera la acción 
pani: la cual se concedió, puesto que es un beneficio eminentemente 
personal, dado en razón de una situación especial del individuo pri­
vilegiado con el mismo. 3o.-Surte efectos a partir de su concesión, 
IJO teniendo efecto retroactivo para las actuaciones anteriores. 4o.­
No importa un privilegio que exima a sus beneficiarios de las obli­
gaciones procesales que incumben a todo litigante. ( 44) 
. Son partes interesadas en el procedimiento, el Agente Fiscal, a 
quién en determinado momento del trámite se da intervención, para 
oírle sobre la procedencia del beneficio solicitado; es parte interesada 
también, la persona con quien litigue o haya ·de litigar el solicitante 
de la declaratoria, en vista de que la concesión de la misma coloca 
en situación ventajosa al beneficiario de la carta de pobreza, quien 
np solo no, paga papel sellado sino que le excluye del pago de ho~ 1 

norarios, derecho y costas. (45) 

(42}.-Htigo Alsina. Obra citada. Tomo III. Pág. 864-865. 
(43>.-Hugo Alsina. Obra citadá. Tomo III. Pág. 857 .. ¡1 
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En la República· de Chile, la defensa gratuita, está en manos de 
los Colegios de Abogados; aquél que desee utilizarla se presenta a la 
Sección Visitadoras. Sociales, que son quienes están encargadas de 
comprobar personalmente la pobreza, y tratan de solucionar el con· 
flicto extrajudicialmente, lo cual logran, según Dávila Izquierdo. (dis­
curso en Buenos Aires como presidente de una delegación de Abo·. 
gados de Chile, el 16 de abril de 1939, publicado en "La Ley", título 
14, página 28 de la Sección Doctrinaria), en un cincuenta por ciento 
aproximadamente, cuando el areglo amistoso no se logra, se pasan 
los antecedentes a la sección respectiva; civil, del trabajo o crimi­
nal. (46) 

Para que al solicitante le sea concedido el beneficio de pobre, se 
comprueban las circunstancias invocadas pór él, además, su fortuna, 
su profesión o industria, sus rentas, sus deudas, las cargas persona-. 
les o .de familia, sus gastos necesarios o de lujo, las comodidades de 
que goce y cualesquiera otra que el tribunal juzgue conveniente ave• 
riguar para formar juicio sobre los fundamentos del privilegio. ( 47) 

"Se estimará como presunción legal de pobreza la circunstancia 
de encontrarse preso el que solicita el privilegio, sea por sentencia 
condenatoria, sea durante la sustantación del juicio: Cuando el liti· 
gante pobre venza en juicio, estará obligado a dar una décima parte 
del valor líquido que resultare a su favor para el pago de honora­
rios y-derechos causados, distribuyéndose esta suma a prorrata entre 
todos los interesados si no alcanzaren a ser íntegramente cubiertos 
de lo que se les adeudare. Cada mes y por turno, los jueces de mayor 
y menor cuantía, designarán un abogado que defienda las causas ci­
viles y otro que defienda las criminales de las personas que hubieren 
obtenido o debieran gozar del mencionado beneficio. En la misma 
forma y para los mismos fines, harán los jueces de letras a quienes 
se refiere el párrafo anterior, las correspondientes designaciones de 
procuradores y receptores, y cuando la persona que goce del privilegio, 
no pueda ser servida por los abogados, procuradores y receptores nom· 
brará un abogado, un procurador o un receptor especial que la sirva. 
Es obligación de los abogados que hayan sido designados, defender 
gratuitamente las causas de los pobres que se les encomienden, ex· 
cepto: cuando se hallaren en actual ejercici() de algún cargo concejil 
o cuando estuvieren nombrados por el presidente de la República para 
integrar la Corte Suprema y .Ia Corte de Apelaciones. Las personas 
patrocinadas por los Consultorios Jurídicos del Colegio de Aboga-

(44).-José Antonio Torres. Revista de la Facultad de Derecho y Cien· 
cias Sociales. Afio IX. N• 37 enero-abril de 1954. Buenos Aires. 

(45).-José Antonio Torres. "La Ley". Buenos Aires. Nov. 1951. Pág. 2: 
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dos, gozarán del privilegio de pobre2:a por el sólcYministerio de la Ley, 
mientras dure este patrocinio, lo que se acreditará con un certifi-

. cado del Secretario del respectivo Consejo, y por consiguiente, los es­
critos que presenten a los Tribunales de Justicia, o a cualquiera au­
toridad u oficina administrativa, así como los actos y actuaciones 
concerniente al estado civil de las personas o a la constitución de la 
familia, estarán excentos del impuesto de papel sellado y estampillas, 
y no regirán con· ellas, las consignaciones que las leyes exigen para 
interponer los recursos. Cuando el litigante pobre procediere con no­
toria malicia, el Tribunal podrá inponer una multa correspondiente, 

. conmutable en arresto· de un día por cada dos pesos". ( 48) 

URUGUAY 

· El artículo · 227 de la Constitución :de la· República del Uruguay 
establece que: "La justicia será gratuita para los declarados pobres 
con arreglo· a la ley. En los pleitos en que tal declaración se hubiere 
hecho a favor del demandante, el demandado gozará del mismo bene­
ficio hasta la sentencia definitiva, la cual lo consolidará si declara la 
ligereza culpable del demandante en el ejercicio de la acción". (Esta 
norma no estaba incorporada en las cartas políticas de 1830 y 1917) . 
"Se trata de una sabia disposición legal aconsejada por la expe­
riencia, que pedía su sanción, para evitar emboscadas a las partes 
demandadas". (47) 

"La teoría del · "Fumus bonis iuris, en la auxiliatoria de po-
. breza". En numerosos países europeos la auxiliatoria de pobreza la 
acuerda un órgano administrativo especial y no el tribunal qúe en­
tiende de la causa. Ese ·órgano administrativo es el encargado de 
considerar no solo las condiciones de pobreza del solicitante, sino 
también la índole de la reclamación que ha de hacer valer, y procu-

, rando que la acción a interponerse no sea vejatoria, y que la licencia 
de pobre no sea un instrumento para fines extorsivos". Esta apre­
ciación "Prima facie" del dehecho por parte del órgano administra• 
tivo, fue calificada tradicionalmente como exigencia del "fumus bonis 
iuris" para litigar. El órgano Administrativo no exige un derecho 
inequívoco: se conforma con una apariencia, un simple humo de buen 
derecho que descarte los fines ilícitos de la auxiliatoria. Nuestro Có­
digo de procedimientos, se apartó de este sistema en un punto fun-

. damental. En lugar de otorgar a un órgano administrativo la potestad 
de· conceder o negar la carta de pdbre, cometió el juez de la causa 

(46).-Código Orgánico de Tribunales. Título XVII. 1943. Arts. 591, 593, 
594, 595, 596, 598, 599 y 600. Pág. 183 a 185. 

(47).-Washington Abdala. Revista de Derecho y Jurisprudencia y Adrili· 
~istración. Mayo de 1946. Pág.. 153. 



esa misión. Del buen ·derecho . no. dijo una palabra. De. esta .. solución 
resultaban algunas consecuencias inesperadas, la. primera de ellas era 
que el juez de la causa, si quería mantener su absoluta ecuanimidad 
en el otorgamiento de la auxiliatoria, no podía entrar a calificar en 
modo alguno el fundamento de la acción que se había de promover. 
Bastaría una apreciación cualquiera a este respecto, para que el ma· 
gistrado incurriera en prejuzgamiento y se hiciera recusable por el 
litigante perjudicado. Resultaba, además que la ausencia de toda ca-
1ificación sobre el mérito de la futura demanda, hacía de la ·auxilia­
toria de pobreza, un arma excesiva. Ese privilegio que tendía a poner 
en el mismo plano a los pobres con los ricos, compensando la origi­
naria desigualdad económica, inclinaba la balanza en el sentido de los 
pobres cuando los ricos, que no eran tan ricos, como para seguir un 
costoso litigio, injusto y vejatorio. Se dijo, entonces, y el concepto 
adquirió carta de ciudadanía entre nosotros, que la auxiliatoria de 
pobreza era una "Patente de CORSO", para cometer toda clase de 
tropelías y obligar al demandado indefenso a una injusta transacción. 
El concepto estaba viciado de cierta exageración; pero no estaba 
despojado de verdad. El Tribunal en definitiva, ha sostenido que la 
teoría del buen derecho no cabe en el sistema de la Constitución ya 
que ella, aún en el caso de ser justa, siempre tendría como funda­
mento el evitar la iniquidad de la auxiliatoria esgrimida ilícitamente. 
Y para combatir la iniquidad, la constitución ha dado otra solu­
ción mucho más técnica, más económica y más eficaz. El demandado 
que se siente ligado a un proceso injusto tiene, en el arsenal del Có­
digo de Procedimientos bastantes armas de defensa. Pero entre ellas 
no estuvo nunca ésta del "fumus bonis iuris" para litigar". (50) 

Toda persona que no posea recursos para litigar será acreedo­
ra al beneficio de la auxiliatoria de pobreza. Además estarán exentos 
de pago de gastos de justicia, el Estado, los Municipios, los Entes 
autónomos y las personas jurídicas que sólo dispongan de recursos 
de las rentas públicas. Cuando el auxiliado obtenga resultado fa­
vorable en el juicio, deberá reembolsar el importe de los gastos de 
justicia; así también cuando llegare a mejor fortuna. La auxiliato· 
ria concedida para un juicio, no será válida para otro, pero si ·para 
todas las incidencias de aquel. El ministerio Fiscal intervendrá en 
todo el juicio como parte principal. Será admisible la apelación a la 
resolución dictada siempre y cuando sea apelable la sentencia del 
juicio para el que se concede. La solicitud de auxiliatoria de. pobre­
za no suspenderá los trámites del juicio iniciado. Pero si la petición 
la formulara el actor, desde ese momento ambas partes litigarán sin 

(48).-Estéban D. Ruiz. Revista de Derecho, Jurisprudencia y Adminls~ 
traclón. Junio-agosto de 1945. Montevideo. Pág. 240. 
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pagar. gastos dé- justicfa.-· Cuando :1a- petiéió11 la haga el demandado; 
solo él continuará litigando sin devengar gastos. (51) 

"ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA" 

(Con caracter meramente informativo) 

En el vecino país del Norte, es también conocido y reglamenta­
do, el tratamiento de las personas pobres o de recursos moderados 
en asuntos civiles, bajo el nombre de "Ayuda Legal" o "Asisten­
cia. Legal Voluntaria". (Legal Aid). 

El servicio de "ayuda: legal" fue establecido y definido en el 
año de 1876, por la "Sociedad Alemana de Nueva York", con la ayuda 
de Edward Salomán, primer Gobernador de Wisconsin. Las activida­
des de esta Soeiedad; estaban reducidas a un grupo especial, pues se 
concretaba a dar asistencia gratuita solamente a los inmigrantes ale.: 
manes. Poco tiempo después, fue organizado en Chicago, un servicio 
similar, llamado "Departamento de Justicia"; esta oficina fue funda­
da y promovida por la' "Sociedad de Cultura Etica de Chicago", y, 
el ·fin de ella:,· fue el de dar asistencia légal a todas las personas sin 
recursos ·económicos; sin consideración de nacionalidad de sexo o de 
raza. La idea pronto se extendió a otros lugares y en 1900, emer­
gieron otras en Boston y, un año después en Philadelphia, Pittsburgh 
y Newark. Ya por 1916, 37 ciudades americanas tenían organizado 
el servicio de "Ayuda. Legal". Las dos formas más comunes de or­
ganización, eran las "Sociedades" y "Departamentos de Agencias So­
ciales". Sin embargo el nombre que se dió a la asistencia legal fueron 
diversos: 

·"Sociedades" (sirviendo en su mayor parte en las grandes ciu~ 
dades). 

"Departamentos de Agencias Sociales". 
"Clínicas de Facult::ides ele Derecho". 
"Departamentos u Oficinas Públicas". 
"Defensores Públicos". 
"Oficina de Asociación de la Barra de Abogados". 
Las organizaciones originales han sufrido poco cambio, pues · no 

siempre el tipo de organización de ayuda legal ha caído precisamente 
y completamente dentro de estos grupos. Inafortunadamente los nom­
bres adoptados por las referidas organizaciones son algunas veces con-. 
fusos; Una "Asociación de la Barra de Abogados" con fines de ayuda 
legal o una sociedad independiente puede lo mismo llamarse "Clínica" 
o "Departamento", y una "Clínica de Facultad de Derecho" puede 

< 49).-'P.,hrnrdo J. Couturc. Proyecto de Código de Procedimientos Ci· 
viles. Pág. 159·160. 
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llamarse lo mismo un "Departamento" que una: ! ~~-Sociedad''.. La ca­
tegoría "Departamentos de Agencias Sociales'', comprende todos los 
tipos de ayuda legal. La clasificación "Clínicas de Ayuda Legal" (Le­
gal Aid Clínic) es usada por todas las oficinas de ayuda legal ope­
radas por, o directamente identificadas y afiliadas con una Facultad 
de Derecho. En la actualidad el 60 por ciento de la población de los 
Estados Unidos, está recibiendo el servicio de ayuda legal organiza­
da; no obstante, según un estudio de la opinión de algunos Abogados 
cm 1948, dirigido por la Barra de Abogados del Estado de Iowa, re­
veló que el 76 por ciento del público no sabía de algún lugar en donde, 
gratis o a bajísimo precio podían ser obtenidos servicios de ayu­
da legal. (50) 

'· . . -.. 

·t 

(50>.-Emery A. Brownell. "Legal Aid in the United States". Rochester, 
N. Y. 1951. Pág. 7, 8, 9, 11, 12, 31 y 77. • 
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Capítulo IV 

LA ASISTENCIA JURIDIOA EN MEXICO 

Por Decreto de 23 de mayo de 1826 y los de 2 de diciembre y 
14 de octubre de 1846, el litigante que queria se le ayudara por pobre 
debía probar esta cualidad, con información de tres testigos ante el 
juez y escribano del negocio. Cuando de esta información resultaba, 
que era verdaderamente pobre, se le ayudaba como tal, eximiéndolo 
de todas las erogaciones que debían corresponderle. Tanto el juez 
como el escribano no podían cobrar derecho alguno, y si se probaba 
que lo habían hecho se ponía al contraventor la multa de pagar el 
valor de los sellos con el duplo; bastando para imponer esta multa 
la deposición de un testigo y de la parte. Cuando el litigante ayuda­
do por pobre en algún juzgado, tenía que litigar en otro tribunal, era 
suficiente, la información que había dado en el primero, con tal de 
que en el segundo presentara un testigo, cuya declaración la recibía 
el escribano mismo de la causa. (51) 

El 12 de julio de 1856 el C. Ignacio Comonfort, presidente susti­
tuto de la República Mexicana, decretó "sobre habilitación de po­
breza concedida para litigar", lo siguiente: Que en los asuntos ju­
diciales en que los juzgados de capellanías tengan personalidad de 
parte, deberán los jueces y tribunales respectivos declarar siempre que 
lo pidan los referidos juzgados, si éstos se hallan en el caso de 
ser ayudados por pobres, según las circunstancias del negocio de que 
se trate. Siempre que en definitiva obtenga el que haya litigado como 
pobre sentencia favorable, reintegrará a la hacienda pública la dife· 
rencia que resulte entre el valor del papel del sello invertido en las 
actuaciones y el del sello que por regla general debió emplearse; para 
lo cual los tribunales y jueces a quienes corresponda, cuidarán de 

{51).-Marlano Galván Rivera. Curia Fllipica Mexicana. Pág. 165-167. 
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que se incluya esa, liquidación en las costas causadas,· y de que se 
satisfaga el adeudo en la administradón local de papel sellado. (52) 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito y Territo­
rios Federales de 1872, reglamentaba la asistencia jurídica de la 
siguiente manera: el que pretendía se le ayudara como pobre debía 
ocurrir al juez de su domicilio o al del lugar en que hubiere de li­
tigar, en forma verbal o por escrito según el juicio. Podía pedir la 
habilitación durante el juicio. Eran necesarios tres testigos que in­
formarán. sobre su falta de recursos para litigar, y de esta informa­
ción y con audiencia del Ministerio Público, se concedía o se negaba 
la habilitación. Cuando la habilitación se solicitaba durante el juicio, 
además del Ministerio Públic;o,. era . oído el colitigante. El término 
para las audiencias era de tres días y dentro de otros tres se dictaba 
el fallo. La habilitación producía efectos sólo para el negocio que 
había sido soljcitada. . . . 

El Código de Procedimientos Civiles de 1884, en su título IV, 
establecía. la defensa del pobre, Ja habilitación para litigar por causa 
de ·pobreza. 
· El'procedimiento a seguir era así: de manera verbal o por .es­

crito, según el juicio que se tratara, debía ocurrir al juez compe- · 
tente ánte qüién había de litigar, aquel que pretendía la habilitación 
por causa de. pobreza, haciendo uso desde la primera petición de' 
papel con timbre de cinco centavos, que reponía cuando su solicituq 
era. desechada. Podía pedirse la habilitación también para casos que' 
no eran de jurisdicción contenciosa; así como también, podía pedirse 
la habilitación durante el juicio y en cualquiera de sus instancias, .sin· 
qué el incidente suspendiera el curso del negocio principal. El solici­
tante debía ·rendir información de dos. testigos, sobre su falta de re-' 
cur8os para litigar, rcibíéndose. dicha información con citación del 
Ministerio Público. El término para las audiencias, en la información· 
rendida poi· los testigos, y también cuando era oído el colitigante en· 
el caso en· que la habilitación se hubiera pedido durante el juicio Y. 
en cúalqtiiera de sus instancias; era de tres días, y dentro dé otros. 
tres meses se dictaba el fallo. Cuando la habilitación había sido con­
cedida antes de comenzar el juicio, el colitigante podía oponerse, . 
substanciando su oposición en una audiencia verbal que se verifi­
caba en tres días. Las Pruebas, cuando eran exigibles, se recibían: 
dentro de cinco días, se oía verbalmente a los interesados dentro de 
tres días, y dentro de igual término solo se admitía apelación en el: 
efecto ·aevolutivo. La habilitación ~urtía efecto solamente para el ne-. 
gocio para el que se hubiera solicitado; no podía concederse general: 
para todas las causas. Cuando al que había litigado en calidad de . . -

(52L-Manuel Dublán y José Maria Lozano. "Legislación mexicana". To· 
mo IU. Pág. 209.210. , , ' ; 
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pobre se le ericontraban bienes en que hacer efectivas'las cos"tas á' qué 
era condenado por su temeridad o mala fe, no se libraba del pago 
de aquellas y de la reposición de los timbres. Dejaba de surtir ef ec­
tos la declaración de pobreza, a petición del Ministerio Público, cuan." 
do se rendían pruebas de que el favoreCido había venido a mejor for­
tuna, condenándose en las costas al que promovía el incidente, cuando 
no resultaba probada su intención. 

El Código de Procedimientos Civiles vigente, no reglamenta el 
beneficio de justicia gratuita para los pobres, el cual ha quedado en 
manos de los defensores de oficio. El Estado se da cuenta de que 
ante sus órganos judiciales, concurren con mayor frecuencia, quienes 
tienen medios de fortuna suficientes para poder defenderse o para 
ejercitar sus derechos, que aquellos que, para ejecutar estos mismos 
actos, necesitan hacer sacrificios a fin de poder contratar los servi­
cios de un abogado que los defienda, patrocine o represente. La De· 
fensa de Oficio es la ayuda que el Estado presta a los particula­
res que, por no poder pagar los servicios de un abogado, necesitan del 
Estado para que éste le proporcione los auxilios profesionales que sus 
casos requieren. · 

En materia federal, existe la Ley de Defensoría de Oficio del 
Fuero Federal, publicada el 9 de enero de 1922 por el Gobierno del 
General Alvaro Obregón, creándose con ella el Cuerpo de Defensores 
de Oficio que se encargan de patrocinar a aquellos que no tengan de~·. 
fensor particular. Tanto el Jefe de Defensores de Oficio como sus 
subordinados, son nombrados y removidos por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la cual podrá aumentar el número de los de­
fensores, que residirán en donde tengan asiento los Poderes de la· 
Unión, estando adscritos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Para ser Jefe de Defensores de Oficio del Fuero Federal se .nece­
sita ser ciudadano mexicano en ejercicio de sus derechos y abogado 
con título oficial. Podrá ser dispensado el requisito de ser abogado, en 
los Estados y Territorios, cuando no hubiere profesionistas qué acep~ 
tasen desempeñar el cargo. 

. . En materia de Fuero Común, expidió el ejecutivo, el 29 de junio 
de 1940, el Reglamento de la Defensoría de Oficio del Fuero Común 
en el Distrito Federal; según este Reglamento la asistencia judicial 
gratuita estará en manos de un Cuerpo de Defensores, quien "pro­
porcionará la defensa necesaria en materia penal a las personas que 
lo soliciten; y patrocinará lo mismo a los demandados que a los ac­
tores en materia Civil, que no puedan pagar un director particular, 
así como a aquellas personas que en esas condiciones deban promover 
diligencias de jurisdicción voluntaria o mixta; debiendo interponer los 
recursos que procedan en los negocios o procesos en que intervengan, 
así como el juicio de amparo cuando este sea indispensable para lá 
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defensa de los derechos de sus patrocinados' o defensas y cuando la 
Jefatura lo estime procedente", El Reglamento de la Defensoría de. 
Oficio del Fuero Común, señala además, los lugares en donde estarán 
las oficinas de la Defensoría, los libros y notas que deben llevarse 
en ésta, las atribuciones del Jefe del Cuerpo de Defensores, los de ... 
beres de los defensores del ramo civil y ramo penal y los casos en 
que pueden excusarse y las sanciones en que incurrirán. La Defensa .. 
ría de Oficio del Fuero Común está adscrita al Departamento del 
Distrito Federal. La Def ensoria en el Ramo Civil la atenderán cuan .. 
do menos cuatro Abogados Defensores, quienes se dividirán las la .. 
bares de la misma equitativamente. 

Con la Constitución Política de 1857, quedaron abolidas en nues .. 
tro país las costas judiciales. Se consagró con ella, la defensa como 
una garantía, y como un derecho del hombre. Con ésto, el Constitu­
yente quiso poner remedio a una situación lamentable; porque con­
servando las costas se favorecía al litigante poderoso. Pero al decir 
en la parte final del articulo 17, que la justicia sería gratuita para 
todos, no fue completa la protección que trató de dársele al pueblo, 
porque la generalidad de tal disposición favoreciendo a todos de.ió de 
favorecer a muchos. Más que justicia gratuita para todos debió de­
cirse: justicia gratuifa para los pobres. 

De la misma manera la Constitución Política de 1917, establece 
la prohibición de las . costas judiciales en su artículo 17. Debió ha· 
berse concretamente establecido que la justicia gratuita seria para 
los necesitados, y no hacer extensivo este beneficio a todas las per­
sonas. Es necesario el establecimiento de la declaración de Pobreza 
en nuestro Código de Procedimientos Civiles, para que halla verda­
dera protección para todos aquellos carentes de recursos. 

"Hay que buscar, por lo tanto, una solución a este importante. 
problema jurídico-social, que a nuestro juicio, podría conseguirse me­
diante la atribución de la defensa gratuita, a las Corporaciones de 
Abogados legalmente reconocidas, con las garantías que se estimasen 
precisas". (53) · . 

El Código Federal de Procedimientos Civiles vigente, ha elimi­
nado el Capítulo II del Título primero (Artículos 13 a 18); que re­
glamentaba de manera similar al Código de Procedimientos Civiles de 
1884, lo relativo a la Habilitación para litigar por causa de pobreza. 

Algunos Códigos de Procedimientos Civiles de los Estados regla~ 
mentari la institución de la Habilitación para litigar por causa de 
pobreza, así el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Mo­
relos de 1889 el cual en sus artículos 217 a 218 (Capítulo I, Título IV) 
nos dice que el que pretenda litigar como pobre debe ocurrir por es-

(53) .-José Castillo Larraf'laga. Rafael de Piña. Insfüuciones de Derecho 
Proces~ Civil. Pág. 227. · 

-40-



crito ante el Jtiez que oesee litigar o promover, usando desde· 1a 
primera actuación el timbre que la Ley designe para· el caso de ·po­
breza. La habilitación puede pedirse durante el juicio o en cualquiera 
de :sus instancias. Siempre se oirá al agente del Ministerio Público, 
lo mismo que al colitigante. Cuando la habilitación se conceda antes 
de comenzar el juicio, el colitigante podrá oponerse después de con­
testada la demanda, no interrumpiendo esta oposición el curso del 
juicio. La habilitación solo servirá únicamente para el negocio que 
se haya solicitado. A petición del Ministerio Público o de la parte 
contraria, no surtirá efectos la habilitación cuando se probare que 
el habilitado ha venido a mejor fortuna o se le encontraren bienes en 
que hacer efectivas las costas a que hubiere sido condenado. 

El Código de Procedimientos Civiles del 'Estado de Querétaro· 
(1893) regula la Habilitación por causa de Pobreza en sus artículos 
288 a 302 (Título IV, Capítulo I) diciendo que: quien pretenda liti­
gar como pobre, acudirá verbalmente o por escrito, según el juicio 
que deba seguir, ante el Juez competente; usando desde la primera 
actuación de papel con timbre de cinco centavos, que repondrá si 
su solicitud fuese desechada. Puede pedirse la habilitación durante el 
juicio. La habilitación puede pedirse para casos que no sean de ju;,· 
risdicción contenciosa. El solicitante rendirá información de dos tes­
tigos, esta información será recibida en todo caso con citación del re­
presentante del Ministerio Público. Cuando el caso no sea de juris­
dicción contenciosa solo se oirá al representante del Ministerio Pú­
blico .. Cuando la habilitación sea hecha durante el juieio se oirá ade­
más al colitigante. El término para los audiencias será de tres días. 
y dentro de otros tres se dictará el fallo. El colitigante podrá oponer· 
se, cuando la habilitación haya sido concedida· antes de empezar el 
juicio, y esta oposición se sustanciará con una audiencia verbal que 
se verificará dentro de tres días. Si el caso exigiera prueba, se reei­
hirá dentro de cinco días, se oirá verbalment~ a los interesados dentro 
ne tres, si lo pidiesen, y dentro de igual término se dictará la reso-· 
\ución respectiva. Sólo surtirá efectos la habilitación para el caso 
1::olicitado. Cuando al que litigare en calidad de pobre se le encontra­
ren bienes en que hacer efectivas las costas, ,no se librará del pago· de 
ellas. A petición del Ministerio Público o de la parte contraria, n() 
surtirá efectos la declaración de pobreza, cuando se probare que 
~l habilifado ha w~nido a mejor fortuna. · 

También el Código de Procedimientos Civiles del Estado de San 
Luis Potosi (Título IV, Capítulo I) de 1922, en swa artículos·2111. ?.18 
nos dice que: el que pretenda ser habilitado como pobre, deberá ocu­
rrir por escrito ante el juez que haya de litigar o promover, usando 
ilesde la primera actuación el timbre que la ley designa para el casn 
de pobreza. Puede pedirse la habilitación durante el juicio. En todo 
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r.aso ·se oirá: al :representante del Ministerio Público; Si la habnitacióv , · : 
fuere conseITTlida antes de comenzar el juicio, el colitigante podrá OPo- . 
nerse después de contestada la demanda, y su oposición se sustan-.. 
ciará en la misma forma que los incidentes, sin interrumpir el curso 
del juicio. Solament<' surtirá efectos la habilitación para el negocio 
que haya sido concedida. El beneficio dejará de surtir sus efectos, ·• 
cuando se probare que el que la obtuvo a venido a mejor fortuna o 
se le encontraren bienes en que hacer efectivas las costas a que hu­
biere sido condenado. 

Así también el Código de Procedimientos Civiles del Estado dq 
Puebla <Título IV, Capítulo I) de 1934, en sus artículos 217 a 225 
regula la. Habilitación de Pobreza: El que pretenda la Habilitación, 
ocurrirá ante el juez que haya de litigar, verbalmente o por escrito. 
usando desde la primera petición del timbre designado para el caso 
de pobreza. La habilitación puede pedirse durante el juicio, y en cual· 
quiera de sus instancias, sin que el . incidente suspenda el curso del 
negocio principal. En todo caso será oído el representante del Minis· 
terio Público. Si la habilitación se hubiere concedido antes de empe­
zar el juicio, el colitigante podrá oponerse; sin interrumpirse con ésto 
el curso del negocio. La habilitación surtirá efectos solo para el ne. 
gocio que haya sido concedida. La habilitación dejará de surtir efec­
tos, a petición del Ministerio Público o de la parte contraria, si se 
probase que aquel que la ha obtenido ha venido a mejor fortuna, o 
se le encontraren bienes en que hacer efectivas las costas. 
. Creo deber el tener muy en cuenta el servicio de asistencia gra­
tuita del Bufete Gratuito de la Universidad Nacional Autónoma de 
México, · que además de prestar servicios judiciales, ante cualquier 
Tribunal, en favor y defensa de los pnbres: proporciona a todas aque­
llas personas que a dicho Bufete Gratuito acuden, toda clase de 
soluciones que tengan relación con la ciencia del Derecho. · 

No conviene que no puedan hacer valer sus derechos quienes 
los tienen, por el solo he~ho de no tener cHnero. A éstos, los pobres, 
debe proveérseles de medios capaces para hace1· valer esos derechos, 
porque si así no sucede, no podrá entonces, el carente de recursos 
económico~ contender con quién los tenga sobrados, así vea clarísi­
mamente la justicia de su pretensión. Al venir a su pleito cualouiera 
de las partes lo hace nor necesidad: entre lfls rlos partes en contienda 
surgirá una. separación, una ele ellas tmdrá el derecho y la otra no;. 
una· tendrá más cultura qt1e la otra: una tendrá más experiencia; 
pero de todas estas diferencias y desigualdades, la desigualdad eco­
nómica será la más repugnante. 
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CONCLUSIONES 

la.-Aunque la Defensa del Oficio es una manifestación de la 
Asistencia Jurídica Gratuita, no debió haberse suprimido el Benefi~ 
cio de Pobreza en el vigente Código de Procedimientos Civiles, porque 
la: administración de justicia gratuita colocaba económicamente· én. 
un plano más nivelado al pobre y al rico frente a la justicia, y porque· 
su existencia aliviaría en gran parte la· situación de ·los numerosps 
pobres qu~ se ven en la necesidad . de acudir a nuestros tribunales:. 

2a.-No deberá considerarse el Beneficio Gratuito como un acto 
de caridad o de limosna, sino como un derecho que asiste a los que 
no pueden sufragar las costas judiciales. 

3a.-Deberá procurarse evitar hasta donde sea posible el ¡¡buso 
a que pueda prestarse la concesión del Beneficio en manos de 'liti­
gantes temerarios. Los servicios de Asistencia Gratuita solo deberán 
proporcionarse por lo tanto a aquellas personas justificadamente in­
capacitadas para sostener los gastos de litigio, y que esas personas 
formulen pretensiones sostenibles. y no manifiestamente infundadas o 
temerarias. 

4a . .,-Debe procurarse el aumento de Bufetes Gratuitos, atendi· 
dos por personal preparado; consiguiendo así con ésto, aliviar bastan· 
te la situación del pobre. 
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